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1.- VISTOS  

Ha llegado este expediente con ocasión del recurso de apelación que elevaron los procesados JAIME ALBERTO PULGARÍN PARRA y EFRAÍN ALFREDO GARCÍA ALARCÓN contra la sentencia anticipada proferida por el señor Juez Penal del Circuito Especializado de Pereira el día veintitrés (23) de septiembre de 2004, mediante la cual se les impuso una pena de veinte (20) años, diez (10) meses y quince (15) días de prisión y multa por valor de dos mil (2000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, a propósito de los delitos de Hurto Calificado y Agravado, Secuestro Extorsivo, Porte Ilegal de Armas y Utilización Ilegal de Uniformes e insignias.
2.- HECHOS 

El día veintidós (22) de febrero de 2004 en el sitio conocido como “la línea”, en la carretera que conduce del municipio de Apía (Rda) al municipio de Pueblo Rico (Rda), fue secuestrada, cuando se desplazaba en compañía de sus padres, la señorita LEIDY JOHANA  ECHEVERRI LLOREDA. 

Luego de un juicioso y comprometido movimiento de inteligencia se logró la captura, en el momento en el que hacían la llamada para cobrar el rescate, de JAIME ALBERTO PULGARÍN PARRA y EFRAÍN ALFREDO GARCÍA ALARCÓN, quienes resultaron ser soldados profesionales. 

Con la versión de los citados se dio con la aprehensión del tercer y último coautor, de nombre GEOVANNY ALBERTO OCAMPO VELÁSQUEZ (quien está siendo juzgado por cuerda separada). 

Finalmente, se supo que los delincuentes el día de la retención, hurtaron la suma de setecientos mil pesos ($700.000). 

3.- IDENTIDADES 

3.1. JAIME ALBERTO PULGARÍN PARRA nació en La Virginia el veinticuatro (24) de abril de 1980, es hijo de Jaime de Jesús y Carmen Emilia, se identifica con la cédula de ciudadanía No 18.609.791 de La Virginia, es soltero, no tiene hijos, estudió hasta cuarto año de básica primaria y al momento de su captura se desempeñaba como soldado profesional al servicio del Batallón San Mateo de Pereira. 

3.2. EFRAÍN ALFREDO GARCÍA ALARCÓN nació en Cartago el treinta y uno (31) de marzo de 1980, se identifica con la cédula de ciudadanía No 10.031.689 de Pereira, es hijo de Pedro Nel y Ana de Jesús, es soltero, no tiene hijos, estudió hasta quinto año de básica primaria y al momento de su captura se desempeñaba como soldado profesional al servicio del Batallón San Mateo de Pereira. 

4.- CARGOS 
Mediante resolución del primero (1) de junio de 2004, la Fiscalía Primera Especializada de Pereira, profirió resolución de acusación por los delitos de Hurto Calificado y Agravado, Secuestro Extorsivo, Porte Ilegal de Armas y Utilización Ilegal de Uniformes e insignias.   

Estando el proceso en la etapa del juzgamiento los dos procesados decidieron someterse a sentencia anticipada, por ello aceptaron incondicionalmente los cargos vertidos en su contra. 

5.-  FALLO
El señor Juez Penal del Circuito Especializado de Pereira, en primer lugar, se refirió a las declaraciones de la ofendida y de sus padres, las cuales calificó como serias y coherentes. Esta circunstancia, aunada a la forma como fueron capturados los dos procesados (cuando precisamente estaban realizando una de las llamadas extorsivas) y a sus confesiones simples y llanas, le permitió inferir indubitadamente que los delitos imputados se materializaron en su totalidad. 

Dosificó la pena de la siguiente forma: Se ubicó en el mínimo del delito más grave (el secuestro extorsivo), esto es, veinte (20) años de prisión, y adicionó un (1) año por los delitos concursantes; ésta última cifra fue disminuida en la octava parte (1/8) en atención al descuento por la sentencia anticipada, todo lo cual arrojó un resultado definitivo de veinte (20) años, diez (10) meses y quince (15) días de prisión. La multa quedó en dos mil (2000) salarios mínimos.  

Los perjuicios materiales los fijó en setecientos mil pesos ($700.000) y los morales en quinientos mil pesos ($500.000). 

6.-  IMPUGNACIÓN 
Ambos procesados acuden para manifestar: 

· La colaboración brindada a la justicia fue eficaz. 

· Existió engaño de parte del autor intelectual del delito.

· Los actos fueron realizados con la influencia ansiosa de deseos juveniles de dinero. 

· El mismo día de la captura, la víctima fue liberada (gracias a la confesión efectuada), lo que configura los beneficios aplicables a los casos en los cuales la retención es inferior a quince (15) días. 

Todo lo anterior en aras de que en segunda instancia se otorguen beneficios que permitan la reducción de la pena. 

7.-  SE CONSIDERA
Como quiera que está acreditada la materialidad de las conductas punibles y la responsabilidad de los procesados, dichos tópicos no serán objeto de estudio a través de este proveído. 

De entrada debe quedar claro que en el sub examine es rotundamente improcedente la rebaja por confesión, por dos razones: (i) porque la ley 733 de 2002 en su artículo 11 expresamente excluye el beneficio; y (ii) porque de todas maneras los procesados fueron los causantes de un delito de aquellos que comportan flagrancia permanente, lo que, en los términos del artículo 283 del Código de Procedimiento Penal,
 impide la atenuación. 

7.1.- Problema Jurídico

Aclarado aquello y siendo consecuentes con los argumentos elevados por los recurrentes, corresponde establecer si la eficaz colaboración prestada por los procesados al momento de la captura y que permitió el rescate de la mujer secuestrada, es lo suficientemente poderosa para hablar de una liberación voluntaria. Si así es, deberá la Sala corresponder con la rebaja punitiva de que habla el artículo 171 del Código Penal.   

7.2.- Solución al debate planteado

El artículo 171 del Código Penal es del siguiente tenor:

Artículo 171. Circunstancias de atenuación punitiva. Si dentro de los quince (15) días siguientes al secuestro, se dejare voluntariamente en libertad a la víctima, sin que se hubiere obtenido alguno de los fines previstos para el secuestro extorsivo, la pena se disminuirá hasta en la mitad. 

En los eventos del secuestro simple habrá lugar a igual disminución de la pena si el secuestrado, dentro del mismo término, fuere dejado voluntariamente en libertad.

Observamos que son cuatro los requisitos que se deben cumplir para que se pueda conceder el descuento punitivo en el presente caso: (1) que se logre la liberación, (2) que ella haya sido dentro de los quince días siguientes a la retención, (3) por voluntad de los pérfidos y (4) sin que se haya logrado el fin extorsivo pretendido.

De los cuatro aspectos, tres están completamente acreditados, toda vez que la joven LEIDY JOHANA  ECHEVERRI LLOREDA recuperó su libertad horas después de la aprehensión ilegal y no se tuvo que consumar el pago de los sesenta millones de pesos ($60.000.000) que se estaban exigiendo a cambio. 

Lo discutible es si la confesión simple y llana vertida por JAIME ALBERTO PULGARÍN PARRA y EFRAÍN ALFREDO GARCÍA ALARCÓN, que permitió a las unidades del grupo GAULA dar con el lugar exacto donde se encontraba la víctima, puede considerarse como una intención voluntaria de liberación.  

Si revisamos las múltiples definiciones que brinda el diccionario de la Real Academia de la Lengua, encontramos que voluntario es el acto con que la potencia volitiva admite o rehúye una cosa, queriéndola, o aborreciéndola y repugnándola; entonces, voluntario es el acto enmarcado por el libre albedrío. 

Al ser interceptados por los agentes del GAULA quienes aquí acuden como procesados, reconocieron ser soldados profesionales y, a reglón seguido, manifestaron sus deseos ansiosos, pero sobre todo, ESPONTÁNEOS, de aclarar todo lo sucedido, fue así como narraron el sitio exacto donde se encontraba la ofendida. Entonces, el libre albedrío de los procesados fue parte crucial para la cesación de los degradantes efectos del secuestro. 

Aunque, de manera contraria, podría pensarse que fue exclusivamente por la acción de las autoridades que se materializó el rescate, para la Sala ello no es aceptable en el presente caso, porque los capturados debido a un compromiso ineluctable entre ellos, perfectamente pudieron guardar silencio con relación a la ubicación de la señorita ECHEVERRI LLOREDA, como situación que hubiera impedido el rescate en ese momento. Muy por el contrario, los jóvenes soldados al verse sorprendidos, decidieron confesar con toda coherencia y con verdaderas muestras de arrepentimiento su actuar, sin que fuese necesaria en ningún momento la presión de las autoridades. 

Como corolario de lo anterior, considera esta Colegiatura que se encuentra acreditado el factor voluntad para la liberación; por cuanto, además, la actitud asumida fue libre y con la intención de cooperar efectivamente hacia ese resultado.    

En tal sentido, en obedecimiento a una interpretación favorable y garantista, el artículo 171 del Código Penal lo consideramos perfectamente aplicable al caso que aquí se pone de presente; por tal motivo, la pena habrá de ser modificada.  

7.3.- Punibilidad 

El delito más grave sigue siendo el secuestro extorsivo, cuya pena va de veinte  (20) a veintiocho (28) años de prisión. Como opera el descuento del artículo 171, la cifra mínima se debe reducir en la mitad, lo que arroja un margen de movilidad de entre diez (10) y veintiocho (28) años de prisión. 

Los cuartos punitivos son: primero, de diez (10) a catorce años y medio (14.5); el segundo, de catorce años y medio (14.5) a diecinueve (19) años; el tercero, de diecinueve (19) años a vientres años y medio (23.5); y el cuarto, de veintitrés años y medio (23.5) a veintiocho (28) años. Como no subsisten circunstancias de mayor punibilidad y sí una de menor (ausencia de antecedentes), el cuarto a aplicar es el mínimo.

Debido al rigorismo que imprime la norma y a la forma ingenua como los procesados delinquieron por la confusión propia de su edad, la Sala respetará el criterio del a quo y por ello impondrá el mínimo, es decir, diez (10) años de prisión, cifra que será aumentada por los delitos concursantes en diez (10) meses y quince (15) días de prisión (esta cifra surge de descontarle a un año, la octava parte por la sentencia anticipada
). 

Así las cosas, la pena a imponer es la de diez (10) años, diez (10) meses y quince (15) días de prisión y multa por valor de mil salarios mínimos legales mensuales vigentes (1.000 s.m.l.m.).  

En cuanto a los perjuicios, sólo es dado decir que la dosificación para los morales debió ser en salarios mínimos y no en pesos. Este proceder del a quo desnaturalizó la intención del legislador de impedir la pérdida del poder adquisitivo del monto al momento del pago (artículo 97 C.P.). Por esta razón el proveído revisado será aclarado en cuanto que los perjuicios morales serán por el equivalente a 1.39 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

La Decisión de primera instancia será confirmada parcialmente por ser condenatoria, pero se harán las correcciones advertidas.  

8.- DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Administrando Justicia  en nombre de la República y por autoridad de la Ley,  CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia que ha sido objeto de revisión por ser condenatoria, pero LA MODIFICA en cuanto que la pena será de diez (10) años, diez (10) meses y quince (15) días de prisión y multa por valor de mil salarios mínimos legales mensuales vigentes (1000 s.m.l.m.); por aquél término será la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas. Asimismo, los perjuicios morales serán por el equivalente a uno punto treinta y nueve salarios mínimos legales mensuales vigentes (1.39 s.m.l.m.). 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                VICENTE RODRÍGUEZ FEO

  HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ                  

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala

� Artículo 283. Reducción de pena. A quien, fuera de los casos de flagrancia, durante su primera versión ante el funcionario judicial que conoce de la actuación procesal confesare su autoría o participación en la conducta punible que se investiga, en caso de condena, se le reducirá la pena en una sexta (1/6) parte, si dicha confesión fuere el fundamento de la sentencia.





� A esta altura debemos recordar que el descuento por la sentencia anticipada, de ninguna manera puede cobijar la pena por el delito de secuestro.  


� Esta cifra equivale, en términos del año 2004, a los quinientos mil pesos tasados en primera instancia.  
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